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Neiva, 8 de octubre de 2020. 

 

HONORABLE 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE NEIVA  

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL  

Magistrada Ponente: LUZ DARY ORTEGA ORTIZ  

ESD 

 

Radicación: 41001-31-03-001-2016-00325-01  

Demandantes: CELMIRA GÓNZALEZ DE MONTERO, MARIA MELANIA, 

JAVIER ALEXIS, ANGEL ALBERTO, ENRIQUE, JOSE GABRIEL, EDGAR, 

INES, ROSANA y ELINOR MONTERO GONZÁLEZ.  

Demandados: CLINICA UROS S.A., CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR 

DEL HUILA - COMFAMILIAR EPS-S, ALLIANZ SEGUROS S.A. llamada en 

garantía  

Proceso VERBAL  

Asunto SUSTENTACION RECURSO DE APELACIÓN SENTENCIA 

 

ASUNTO:    RECURSO DE APELACION   

 

LISBETH JANORY AROCA ALMARIO, Obrando en calidad de apoderada especial 

de la parte demandada (EPS-S COMFAMILIAR DEL HUILA) en el proceso de la 

referencia, y de conformidad al auto fechado del 6 de octubre de 2020, de la manera 

más respetuosa y estando dentro del término legal, me permito presentar 

oportunamente escrito que contiene la sustentación del RECURSO DE 

APELACION y con ella los reparos concretos contra la decisión tomada por el 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE NEIVA - HUILA, y sobre los cuales 

se solicita al honorable  TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

NEIVA SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA LABORAL Magistrada 

Ponente: LUZ DARY ORTEGA ORTIZ revocar el fallo y en su defecto prosperen 
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todas y cada una de las excepciones planteadas en los escritos de contestación de 

las demandas. 

1.- EL LITIGIO. - 

 

Concurrió la parte demandante al proceso de la referencia pretendiendo la 

declaración de responsabilidad patrimonial a las Demandadas por la supuesta 

FALLA medica acaecida en la atención prestada a la señora MARIA MELANIA 

MONTERO Y OTROS en la CLINICA UROS. 

 

Es de manifestar que, en el petitum de la demanda, vinculan a la CAJA DE 

COMPENSACION FAMILIAR DEL HUILA, por ser la EPS-S a la que estaba afiliada 

la señora MARIA MELANIA MONTERO al momento de la ocurrencia de los hechos 

y a la CLINICA UROS por ser la IPS donde ocurro la caída de la escalerilla. 

 

2.- LA SENTENCIA Y SUS YERROS 

  

La apelación de la sentencia se centra en CINCO equivocaciones del a quo, que 

comprometen la decisión contenida en el fallo: 

 

2.1 INDEBIDA VALORACION PROBATORIA - DESCONTEXTUALIZA EL 

ACERVO PROBATORIO Y NO UTILIZA EL PRINCIPIO DE LA SANA 

CRÍTICA EN SU VALORACIÓN. 

2.2 SUSTENTA LA CONDENA DE PERJUICIOS MORALES, EN UNA 

PRESUNCION LEGAL. 

2.3 CULPA EXCLUSVIA DE LA VICTIMA. 

2.4  INDEBIDA ATRIBUCION DE RESPONSABILIDAD A LA ESP-S.  

2.5 NO APLICACIÓN DE LOS POSTULADOS DE LEY. 

 



 

 

3 

2.1 INDEBIDA VALORACION PROBATORIA - DESCONTEXTUALIZA EL 

ACERVO PROBATORIO Y NO UTILIZA EL PRINCIPIO DE LA SANA 

CRÍTICA EN SU VALORACIÓN. 

 

Bien se sabe que la valoración racional de las pruebas de acuerdo con las reglas 

de la sana crítica trasciende las reglas estrictamente procesales, porque la 

obligación legal de motivar razonadamente las decisiones no se satisface con el 

simple cumplimiento de las formalidades.  

  

Por el contrario, los instrumentos legales son un medio para alcanzar la verdad de 

los hechos que interesan al proceso y esta función solo se materializa mediante 

procesos lógicos, epistemológicos, semánticos y hermenéuticos que no están ni 

pueden estar reglados por ser extrajurídicos y pertenecer a un plano bien distinto al 

del tecnicismo dogmático. Así lo precisó la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia. 

  

Igualmente, este fallo indicó que estos criterios objetivos garantizan el cumplimiento 

de la obligación que tiene el juez de motivar las sentencias como garantía del 

derecho constitucional a la prueba que asiste a las partes.  

   

La apreciación individual y conjunta de las pruebas según la sana crítica no es un 

concepto vacío, ni una válvula de escape que puede usar el juez para dar la 

apariencia de racionalidad y juridicidad a sus intuiciones, posturas ideológicas, 

emociones, prejuicios culturales, políticos, sociales o religiosos, o a sus sesgos 

cognitivos o de sentido común, explica la corporación. 

  

Por el contrario, es un método de valoración que impone a los falladores reglas 

claras y concretas para elaborar sus hipótesis sobre los hechos a partir del uso de 

razonamientos lógicos, analógicos, tópicos, probabilísticos y de cánones 

interpretativos adecuados, que constituyen el presupuesto efectivo de la decisión.  
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Con base en ello, la valoración individual de la prueba es un proceso hermenéutico, 

que consiste en interpretar la información suministrada a la luz del contexto dado 

por las reglas de la experiencia, las teorías e hipótesis científicas y los postulados 

de la técnica. Para ello, debe contrastar la consistencia del contenido de la prueba 

(adecuación o correspondencia) con la realidad, mediante el análisis de las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos. 

  

Una vez asignado el mérito individual a cada prueba, se procede a analizar la 

prueba de maneja conjunta mediante el contraste de la información suministrada 

por cada una de ellas. Con el fin de que sirvan de base para la construcción de 

hipótesis con gran probabilidad, esto es, sin contradicciones, con alto poder 

explicativo y concordantes con el contexto experiencia (M. P.  Ariel Salazar 

Ramírez). 

  

Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, Sentencia SC-91932017 

(11001310303920110010801), Mar.29/17. 

 

Con base en lo anterior, el juzgado, observa y pone en tela de juicios las 

declaraciones de las testigos que arribaron al proceso, pero aun así bajo dichas 

declaraciones sustenta la concesión de las pretensiones reconocidas en el proceso. 

 

2.2 SUSTENTA LA CONDENA DE PERJUICIOS MORALES, EN UNA 

PRESUNCION LEGAL. 

 

Dentro del fallo condenatorio, reconocen a cada uno de los demandantes, una 

porción de los perjuicios morales solicitados dentro del escrito de la 

demanda, basados en una presunción por el grado de parentesco, presunción 

que por ser de orden legal admite prueba en contrario. 
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Con ello, las altas cortes, han determinado la posibilidad de presunción de daños 

morales para el caso de los familiares más cercanos, dada la naturaleza misma 

afincada en el amor, la solidaridad y el afecto que es inherente al común de las 

relaciones familiares, presunción de hombre que, desde luego, es susceptible de 

ser desvirtuada dentro del proceso, Idénticos parámetros jurisprudenciales 

maneja actualmente la Corte Suprema de Justicia que ha entendido que la 

valoración de este tipo de perjuicios corresponde al juez, quien podrá declarar su 

existencia con base en la prueba indiciaria, en la cual, el parentesco resulta ser un 

elemento que permite deducir y tener por demostrado el afecto derivado de las 

relaciones familiares. Sobre la utilización de este medio probatorio de las 

presunciones para la tasación del daño moral, la Corte Constitucional ha 

considerado que tal criterio decantado por las Altas Cortes tiene la connotación de 

precedente jurisprudencial obligatorio para los jueces de menor jerarquía y, en 

consecuencia, ha ordenado su aplicación en los casos en los cuales se verifique 

que no han sido acogidos los lineamientos de tales precedentes sin que exista 

justificación para hacerlo. Así lo ha expresado: Así las cosas, en esta oportunidad, 

la Sala reitera la necesidad de acreditación probatoria del perjuicio moral que 

se pretende reclamar, sin perjuicio de que, en ausencia de otro tipo de pruebas, 

pueda reconocerse con base en las presunciones derivadas del parentesco, las 

cuales podrán ser desvirtuadas total o parcialmente por las entidades 

demandadas, demostrando la inexistencia o debilidad de la relación familiar 

en que se sustentan.  

 

Con ello su señoría, dentro de debate probatorio se demostró, la debilidad de la 

relación familiar que existía entre los hoy demandantes en el proceso de la 

referencia y la señora MARIA MELANIA MONTERO, pues durante todo el debate 

probatorio, se presentaron graves inconsistencias, que afectan la credibilidad de los 

testimonios. 
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A modo de ejemplo, procedo hacer un resumen de las declaraciones de los testigos 

llamados por la parte activa así: 

 

La TESTIGO MARTHA YINET GUTIERREZ, en el audio identificado como 2016-

00325-00 MARIA MELANIA MONTERO Y OTROS - PARTE 2, informo al despacho 

que era Vecina de MARIA MELANIA cuando vivía en Galindo y después la 

demandante se fue a vivir a PUERTAS DEL SOL, que el hijo de MARIA MELANIA 

vivía aparte con una señora y el esta pendiente de la mama, que MARIA MELANIA 

cuando sufrió el accidente le vendía 200 tamales a la señora RUBIELA a $2.500 y 

Rubiela los extendía, que en la segunda vez que fue a verla le mostro la pierda y 

eso lo tenía feo, que la enfermera le preparaba los alimentos a MARIA MELANIA, y 

que le contaron cuanto le pagaban a la enfermera porque no le consta porque, 

nunca estuvo presente la enfermera cuando visito la vivienda de MARIA MELANIA,  

y jamás toman medidas de higiene y prevención cuando mostraba la herida a la 

testigo. 

 

La TESTIGO RUBIELA REYES, en el audio identificado como 2016-00325-00 

MARIA MELANIA MONTERO Y OTROS - PARTE 2, informo al despacho que era 

Vecina de MARIA MELANIA cuando vivía en Buenos Aires, y le compraba 200 

tamales y se los vendía a 2.500 desde hace 8 a 10 años, afirmación que no es 

creíble pues va en contraria a todas las reglas de la experiencia. Así mismo informo 

al despacho que desde hace 4 años empezó a elaborar tamales de manera 

independiente, es decir desde el 2014 y desde esa época no le compra tamales a 

nadie más, afirmo al despacho que el documento fue elaborado por MARIA 

MELANIA, y no pudo explicar cómo registro en el documento y declaración 

extrajuicio que le dejo de comprar los tamales a causa del accidente, lo cual no es 

cierto pues así lo confeso en plena audiencia. 

 

Lastimosamente el audio de la diligencia presento fallas, pero la testigo informo al 

despacho que de la actividad de los tamales le quedaban a MARIA MELANIA la 
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suma de $100.000, cuando en la certificación extrajuicio indico que la ganancia 

semanal era de $200.000. 

 

Todas estas inconsistencias, llevan a demostrar que se tratan de testigos 

mentirosos, y a los cuales el juzgado le dio total credibilidad y de los cuales soporto 

los perjuicios morales. 

 

La TESTIGO MARLENY TRUJILLO, en el audio identificado como 2016-00325-00 

MARIA MELANIA MONTERO Y OTROS - PARTE 3, informo al despacho que 

conoció a MARIA MELANIA por una amistada muy bonita, informo al despacho que 

el hijo de MARIA MELANIA todos los días va a visitar, por la mañana por la tarde y 

por la noche y que los hermanos se reunión cada ocho días, y que tenían una 

relación muy hermosa y que la enfermera le preparaba los alimentos, pero dicha 

afirmación es totalmente contraria a lo indiciado por le enfermera Paola quien indico 

todo lo contrario. 

 

Visitaba a MARIA MELANIA cada 15 días, y sus afirmaciones son por ser una testigo 

de odias. 

 

Para tales efectos tenemos los diferentes pronunciamientos, de las altas cortes con 

respecto a la valoración probatoria que se debe de dar a los TESTIMONIO DE 

OIDAS. 

CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO - consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO - 

Radicación número: 20001-23-31-000-1999-00136-01(21156) 

 

Los únicos testimonios recepcionados corresponden a declarantes 

que no presenciaron de manera directa la comisión de los hechos, son 

testigos de oídas que probatoriamente requieren un ponderado 

análisis y una valoración crítica rigurosa, y por lo tanto, no se les puede 
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considerar determinantes en el sub lite dada su naturaleza difusa, para 

de allí deducir algún tipo de responsabilidad a la entidad demandada. 

Valga enfatizarlo, al menos no es posible, sólo bajo esa perspectiva 

probatoria. (…) el testigo de oídas, debe soportar un examen muy 

riguroso por parte del juez para poder ser tenido en cuenta como 

medio probatorio, y vale la pena enfatizar que este servirá para 

demostrar hechos con apoyatura en otros medios de prueba, sin 

embargo, no se le puede restar eficacia de forma irreflexiva, toda vez 

que depende de cada caso y del análisis de su dicho en particular. 

 

(……) este medio probatorio no debe ser entronizado por el juez, ya 

que si existen otros mediante los cuales se acredite la ocurrencia de 

unos mismos hechos, es evidente que ha de preferirse las pruebas 

originales, que hayan sido recaudadas de forma directa, cerca de la 

fuente. De allí que sólo será admisible su valoración en un escenario 

excepcional, en el que no se adjuntaron otras pruebas que le permitan 

al juez tener conocimiento de la ocurrencia de los hechos, en cuanto 

a circunstancias de tiempo, modo y lugar, o simplemente si fue 

imposible recaudarlas, como en el presente caso.  

 

En efecto, resulta claro que el testimonio de oídas es una prueba que 

puede llegar a ser relevante en ausencia de otros medios. (…)  

 

Finalmente, la suscrita tacho a la testigo, el cual no fue resuelto por el juez al proferir 

al fallo. 

 

La TESTIGO PAOLA YINED, en el audio identificado como 2016-00325-00 MARIA 

MELANIA MONTERO Y OTROS - PARTE 3, informo al despacho que fue la 

enfermera que acompaño a MARIA MELANIA, y que desde finales de enero durante 

tres meses realizo las curaciones, cuando los recibos de caja menor indican todo lo 
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contrario, pues se registran otros meses, que NO le preparaba comida a la paciente, 

y tanto es así que el juez claramente indico que le costaba creer su versión, pero 

aun, al dictar el fallo le dio total credibilidad. 

 

Durante el tiempo que acompaño a MARIA MELANIA, no visito al médico por la 

pierna, sino por otras patologías, que aplico cremas no prescrita por los médicos, 

que en las conversaciones indico que le hijo no era afectivo, porque el hijo solo lo 

vio dos veces en tres meses, y que tenia entendido que el hijo vivía en Bogotá, 

entonces porque las anteriores testigos, indicaban que el hijo la visitaba todos los 

días, y que la única que vio afectada fue al hermana. 

 

Los testigos llamados por la parte demandante, jamás indicaron grados de afección 

entre los miembros de su familia. 

 

2.3 CULPA EXCLUSVIA DE LA VICTIMA. 

 

Existe, dentro de las causales de exoneración de responsabilidad civil, la 

denominada CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA, la cual se determina en el caso 

que hoy ocupa la atención, en los debidos cuidados y acatamiento de las 

recomendaciones prescritas por los médicos tratantes, pues fue su propia decisión 

abandonar el tratamiento ordenado por los médicos tratantes de la UROS, y de 

contratar a una persona no experta para los cuidados de enfermos crónicos, en el 

cual aplicaron unas cremas sin recomendación médica, lo cual pudo haber 

prolongado y afectado su salud 

 

2.4  INDEBIDA ATRIBUCION DE RESPONSABILIDAD A LA ESP-S.  

 

Ley 100 enmarca claramente las responsabilidades y funciones de cada uno de los 

actores o integrantes del SGSSS, y en particular responsabiliza a las EPS de 

organizar la red de prestadores de servicios de salud con el fin de GARANTIZAR el 
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acceso a los servicios de salud del POS, que en el caso de COMFAMILIAR 

corresponde al POS SUBSIDIADO. 

 

De igual forma responsabiliza a las INSTITUCIONES PRESTADORAS DE 

SERVICIOS DE SALUD (IPS) de prestar los servicios de salud bajo los principios 

de CALIDAD Y EFICIENCIA y con AUTONOMIA TECNICA, administrativa y 

financiera. 

 

Así las cosas, es evidente el error que se comete al proferir al fallo, al endilgarle a 

la EPS la responsabilidad en la caída de la señora MARIA MELANIA, y de esta 

forma atribuir unas presuntas fallas en la prestación de estos al afectado, una 

relación con los perjuicios padecidos por la usuaria y los demás demandantes. Nada 

más alejado de la realidad, pues es claro que la prestación del servicio es 

responsabilidad de las IPS, tal y como se desprende de los apartes transcritos de la 

ley 100 de 1993. 

 

De lo hasta aquí escrito, es evidente y queda ampliamente demostrado que 

COMFAMILIAR EPS, cumplió a cabalidad con su responsabilidad dentro del SGSSS 

para con la señora MARIA MELANIA, pues como queda claro su responsabilidad 

era la de garantizarle una RED amplia y suficiente para el acceso a los servicios de 

salud requeridos por ella y que estuviesen dentro de la cobertura del POSS. Es 

importante recalcar que la paciente fue atendida todas y cada una de las veces que 

requirió de los servicios de salud para atender sus necesidades. 

 

Ahora bien, toda la demanda se basa en lo que a juicio de los demandantes 

constituyó una mala práctica médica, acusación de la cual no podemos 

defendernos, pues es claro que la responsabilidad de los ACTOS MEDICOS recae 

en los profesionales de la medicina que lo ejecutan y para lo cual la legislación les 

proporciona TOTAL AUTONOMIA. Así lo dispone la ley 23 de 1981, cuando en su 

artículo 6 dispone: 
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“ARTICULO 6o. El médico rehusará la prestación de sus servicios para actos 

que sean contrarios a la moral, y cuando existan condiciones que interfieran 

el libre y correcto ejercicio de la profesión.” 

 

Ahora bien, en materia de responsabilidad médica, la Sala Tercera del Consejo de Estado1 

ha señalado que: 

 

“…“las actuaciones desplegadas por los médicos de una EPS, se entienden 

realizadas por ésta última, ya que estos profesionales están ejerciendo funciones en 

su representación, tal como sucede con las IPS con las que suscriben contrato las 

EPS para que sean aquellas las que físicamente presten los servicios de atención 

médica”2. Igualmente, esta Corporación ha precisado sobre la imputabilidad jurídica 

que les asiste a las entidades públicas por el hecho de sus contratistas respecto de 

los daños que se causen con ocasión del ejercicio de funciones administrativas 

confiadas a aquellos. El sustento jurídico es el artículo 3º de la Ley 80 de 1993, en 

virtud del cual, los contratistas vinculados a la administración ofician como agentes 

suyos, dado que “al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales (…) 

colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social…”3 

 

En similares términos, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia4 ha 

conducido su hermenéutica en establecer que el vínculo legal que surge del sistema de 

seguridad social en salud comporta una relación legal entre el paciente y éste, más no con 

una empresa o entidad específica, llegando al punto de atribuir daños a un sujeto más allá 

del concepto de causalidad física, entrando en un concepto de imputación en virtud de la 

identificación de los deberes de acción que el ordenamiento impone a las personas, 

 
1 Subsección B. C.P. Ramiro Pazos Guerrero. Sentencia del 5 de abril de 2017. Radicación: 17001-23-31-000-

2000- 00645-01(25706). 
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 30 de octubre del 2013, rad. 24985, M.P. 

Danilo 
Rojas Betancourth. 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 22 de abril de 2004, rad. 15088, M.P. María Elena 

Giraldo Gómez. 
4 MP. Ariel Salazar Ramírez, sentencia del 30 de septiembre de 2016. Radicación: 05001-31-03-003-2005-

00174-01. 
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acudiendo a disposiciones legales tales como el artículo 177 de la Ley 100 de 1993 que le 

impone el deber a las empresas promotoras de salud la función básica de organizar y 

garantizar, directa o indirectamente, la prestación del plan de salud obligatorio a los 

afiliados, por lo tanto, de llegar los usuarios a sufrir daños con ocasión de la prestación del 

servicio de salud le son imputables estos como propios, indistintamente del posterior juicio 

de reproche culpabilístico que llegue a hacer el juez. 

 

Al respecto ha indicado: 

 

“…La afiliación se produce por una sola vez, sin que ese acto esté sujeto a 

negociaciones o acuerdos de ninguna especie, y a partir de ese momento los 

participantes del sistema no pierden tal calidad, siendo beneficiarios de todas las 

prestaciones asistenciales consagradas en la ley, por lo que el vínculo legal que 

surge del sistema de seguridad social en salud comporta una relación legal 

permanente. Esta relación jurídica –se reitera– se establece por una sola vez y para 

siempre entre el usuario y el sistema de seguridad social en salud, mas no con una 

empresa o entidad específica. 

 

Como participantes del sistema de seguridad social en salud, las personas esperan 

una eficiente prestación del servicio que pagan mensualmente mediante un aporte 

económico individual o familiar financiado directamente por el afiliado, o en 

concurrencia entre éste y su empleador; o bien a través de una cotización subsidiada 

total o parcialmente con recursos fiscales o de solidaridad. 

 

En su condición de clientes del sistema, los pacientes se presentan ante las 

instituciones prestadoras del servicio de salud en calidad de usuarios del servicio 

público de salud que administran y promueven las entidades de la seguridad social, 

por lo que el vínculo jurídico que surge entre los usuarios y el sistema de salud 

entraña una relación especial de origen legal y reglamentario…” 

 

Al amparo de la égida trazada, por regla general, son las entidades promotoras de salud 

EPS, las responsables de asegurar la prestación del servicio de salud de sus afiliados, 

directamente, o indirectamente a través de instituciones prestadoras de salud IPS con 
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las que contrate, debiendo esta última, asumir los daños que se generen por la 

prestación del servicio como suyos cuando se han generado incluso por sus 

contratistas. No obstante, es igualmente acertado señalar que es necesario que se reúnan 

los demás supuestos de responsabilidad, como es el nexo causal, para que sea procedente 

la declaratoria de responsabilidad de una EPS, así lo ha decantado la hermenéutica 

mayoritaria de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia5. Al respecto 

tenemos. 

 

“…Luego de quedar probado en un proceso que el daño sufrido por el paciente se 

originó en los servicios prestados por la EPS a la que se encuentra afiliado, es 

posible atribuir tal perjuicio a la empresa promotora de salud como obra suya, 

debiendo responder patrimonialmente si confluyen en su cuenta los demás 

elementos de la responsabilidad civil…” 

 

En el sub lite, las posibles fallas del servicio en relación con los presupuestos de calidad, 

accesibilidad y oportunidad endilgadas a las ESES, podrían ser extensibles a EPS 

COMFAMILIAR DEL HUILA, si se aceptara la tesis de que en ella recae la obligación de 

asegurar la prestación oportuna y eficiente del servicio de salud por mediar una obligación 

legal y reglamentaria. Ergo, la conducta de la EPS no puede escapar del juicio culpabilístico 

porque de lo contario estaríamos ante una responsabilidad objetiva por el simple hecho de 

existir una cláusula legal no susceptible de modificación. 

 

En razón de lo precisado, COMFAMILIAR EPS no intervino directamente en la generación 

de ningún hecho dañoso, léase, denegación del servicio o prestación deficiente o 

inoportuno, al contrario, se constata que, con motivo de la afiliación de los demandantes 

con la EPS, ésta logró ser atendida en el ESE HOSPITAL LOCAL MUNICIPAL DE HOBO 

HUILA y remitida al HOSPITAL UNIVERSITARIO DE NEIVA, además, no existe prueba de 

que la EPS haya puesto obstáculos administrativos, presupuestales o técnicos durante el 

tiempo que acudió la paciente al servicio de salud. 

 

 
5 MP. Ariel Salazar Ramírez, sentencia del 30 de septiembre de 2016. Radicación: 05001-31-03-003-2005-

00174-01. 
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Adicionalmente a lo expuesto, conviene traer a esta discusión, el salvamento de voto que 

hizo el magistrado Ariel Salazar Ramírez a la sentencia del 30 de septiembre de 2016 de la 

Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en el que expuso, que en su 

hermenéutica, aceptar que la participación en el sistema de seguridad social integral en 

salud no tiene fuente en la ley sino en el contrato, sería “llevaría a cuestionar la naturaleza 

de muchos vínculos que se han admitido como contractuales, como sucede con los 

contratos por adhesión, los seguros obligatorios, la prestación de servicios públicos 

domiciliarios, las convenciones sometidos a condiciones uniformes de contratación y, 

modernamente, los negocios electrónicos estandarizados, pues todos ellos tienen en 

común la inexistencia de poder de negociación de una o ambas partes”. 

 

Por ello se considera que el planteamiento expuesto en el salvamento, es acorde con el 

modelo económico del país, como efectivamente también lo mencionó el magistrado, 

basado en la libre competencia y en el flujo de bienes y servicios, que provoca la existencia 

de nuevas clasificaciones de contratos, como este en particular, en el que confluye la 

libertad de la autonomía de las partes con los presupuestos exigidos por el Estado, lo que 

de suyo descarta la absoluta idea de la sujeción legal y reglamentaria del afiliado con el 

sistema de seguridad social en salud. 

 

2.5 NO APLICACIÓN DE LOS POSTULADOS DE LEY. 
 

 

Durante la lectura del fallo, el juez realiza una afirmación fuera de contexto, pues 

indica a la suscrita que no comparte que una persona que se encuentre en el 

régimen subsidiado, no tiene un ingresos, afirmación que no ha realizado la 

suscrita, pues si observamos desde la misma contestación de la demanda, dichos 

argumentos atacaban a las pretensiones incoadas en el escrito de la demanda,  en 

la que indican que la demandante MARIA MELANIA poseía ingresos mayores a 

$800.000, afirmación contraria a los registros reportados para ser beneficiaria a los 

programas del estado y aun mas a las declaraciones rendidas por las testigos que 

declararon en el proceso. 
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Así las cosas, se indicó al despacho que era falso que la demandante MARIA 

MELANIA obtuviera ingresos por $800.000 mensuales por la venta de tamales, 

pues si ello fuero así, por ley debería estar en el régimen subsidiado, y a dicha 

afirmación es el reproche de la suscrita. 

 

3.- CONCLUSIONES: 

 

Queda entonces en evidencia las graves falencias, equivocaciones del fallo de 

primera instancia atacado, en la valoración probatoria, que deben conducir a su 

revocatoria y en su defecto, declarar la inexistencia de responsabilidad de la EPS 

COMFAMILIAR DEL HUILA. 

 

4. NOTIFICACIONES 

 

La suscrita recibiré notificaciones a través del celular número 3203022269 correos 

lisbethja@hotmail.com . 

 

Atentamente, 

 

 

_______________________________ 

LISBETH JANORY AROCA ALMARIO  

C.C. 1.075.209.826 NEIVA. 

T.P. 190.954 C.S.J. 

ABOGADA 

mailto:lisbethja@hotmail.com

